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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
               SALA CIVIL FAMILIA

                        PEREIRA – RISARALDA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia – 11 de septiembre de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Revoca decisión del a quo y concede el amparo
Radicación Nro. :
66001-31-03-003-2017-00184-01

Accionante: 
PORVENIR SA

Accionado:
GOBERNACIÓN DE RISARALDA
Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Temas: 
DERECHO DE PETICIÓN / DEBER DE DAR RESPUESTA OPORTUNA, CLARA, COMPLETA, DE FONDO Y CONGRUENTE. [N]o existe ninguna duda, acerca de la solicitud elevada al Director de Recursos Humanos de la Gobernación de Risaralda, en el que entre otros puntos, de manera expresa se solicitó la expedición de Certificados Formato No. 1 y Formato No. 2 de los tiempos octubre de 1990 a mayo de 1992. Al momento de descorrer el traslado de la demanda, dicho ente territorial adujo  haber expedido y enviado los respectivos documentos (f. 36 a 40); con lo cual el juzgado dio por sentado que se había hecho entrega de ellos, se entiende, el mismo día de promoción de la acción de tutela. Sin embargo, ninguna constancia existe que sirva para acreditar su entrega, pues en manos de la entidad demandante se dejaron unos diversos a los realmente solicitados y, por ello, se ha refutado la decisión de primera instancia (f. 3 a 6., c. 1). 
Por tanto, no hay mucho que agregar para concluir, como ya se advirtió, que el derecho invocado ha sido transgredido, en la medida en que la respuesta, con los documentos que realmente corresponde, no ha sido entregada a la interesada. De manera que ha pasado el término previsto en la ley (art. 14, Ley 1755) para dar a conocer de manera oportuna y completa la respuesta, lo que dará lugar a conceder la protección impetrada.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

         SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrado Ponente: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, septiembre once de dos mil diecisiete 
Expediente 66001-31-03-003-2017-00184-01
Acta N° 470 de septiembre 11 de 2017
Procede la Sala a decidir la impugnación presentada por la Sociedad Administradora de Pensiones y Cesantías PORVENIR SA, frente a la sentencia del 6 de julio último, proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad, en la acción de tutela que promovió en contra de la Gobernación de Risaralda, a la que fueron vinculados Héctor Fabio Alzate Bermúdez, en calidad de Director de Recursos Humanos de la misma entidad, y Elena Melchor Cira.
  



ANTECEDENTES
  



La Sociedad Administradora de Pensiones y Cesantías PORVENIR SA, por intermedio de apoderada judicial, reclamó la protección de los derechos fundamentales de “petición, habeas data y debido proceso”, vulnerados dijo, por el Departamento de Risaralda por la omisión de una respuesta a la solicitud que elevó y fue radicada en dicha entidad el 5 de mayo de 2017.
 



Se explicó, en síntesis, que el Consorcio ASD SERVIS CROMASOFT, en representación de PORVENIR SA, en virtud del contrato de prestación de servicios, con el objeto de realizar la solicitud, recolección y consolidación de la información laboral proveniente del sector público, mediante comunicación del 4 de mayo del presente año, solicitó al Departamento de Risaralda, en ejercicio del derecho de petición, la certificación de información laboral para bono pensional de Elena Melchor Cira, acorde con los requisitos prevenidos en la Circular No. 013 del Ministerio de Hacienda y Crédito Público. El término legal se encuentra cumplido y no existe aún pronunciamiento.
 



Pidió, por ende, el amparo de los derechos invocados, y como consecuencia de ello, se ordene al Departamento de Risaralda, la emisión del certificado laboral solicitado.
 



Con la demanda, entre otros documentos se aportaron copias de la respectiva solicitud y la nota de entrega.

   



El juzgado de conocimiento le dio trámite a la acción y dispuso la vinculación de Héctor Fabio Alzate Bermúdez, en calidad de Director de Recursos Humanos de la entidad territorial demandada, y de Elena Melchor Cira.
Dicho ente intervino, mediante apoderada judicial, quien indicó que el 21 de junio se extendió la respuesta del caso al Consorcio ASD SERVIS con la remisión de los certificados de información laboral pedidos, Formatos 1 y 2 correspondientes a la señora Elena Melchor Cira, por lo cual, no existe solicitud alguna pendiente de tramitar.

Sobrevino el fallo en el que la funcionaria resolvió “NO TUTELAR” los derechos invocados, como quiera que se había allegado prueba de que la Gobernación de Risaralda dio respuesta de fondo al requerimiento de PORVENIR SA, pues en la copia del oficio que remitieron el 21 de junio, se dijo adjuntar los formatos del caso.

Impugnó la parte demandante, que aduce que en la respuesta brindada hay pronunciamiento sobre tiempos desde el 05 de agosto de 2014 hasta la actualidad, pero nada se dice respecto de los tiempos que en forma expresa se solicitaron desde octubre de 1990 a mayo de 1992
CONSIDERACIONES

  



Con el fin de salvaguardar los derechos fundamentales, se erigió la acción de tutela como un mecanismo expedito que le permite a toda persona reclamar su protección por parte de los jueces, cuando estén siendo vulnerados por la acción u omisión de una autoridad, o de los particulares en determinados casos (art. 86 CN).

En este caso, la Sociedad Administradora de Pensiones y Cesantías PORVENIR SA, trata de poner a salvo el derecho de petición, conforme a la solicitud que, en su nombre, el Consorcio ASD SERVIS CROMASOFT elevó, a favor de una de sus afiliadas, conforme al contrato de prestación de servicios suscrito para ello, situación que, no está en entredicho. La legitimación de aquella entidad, deviene de lo previsto en el artículo 48 del Decreto 1748 de 1995, modificado por el artículo 20 del Decreto 1513 de 1998.
Tal derecho, se garantiza con la implementación de normas que desarrollen el contenido constitucional, pero también con la posibilidad de presentar solicitudes escritas o verbales para los fines que cada persona estime pertinentes, con la obligación correlativa del requerido de ofrecer una respuesta clara, congruente, de fondo y oportuna; esto es, una respuesta que carezca de contenido abstracto o evasivo, que solucione dentro de los límites de lo posible la situación o inquietud del peticionario; que respete los límites temporales que la ley ha fijado para emitir un pronunciamiento y, por último, que se le ponga en conocimiento al solicitante, pues de lo contrario ningún efecto produciría, al margen del sentido de la respuesta, esto es, que sea favorable o desfavorable
  



Sobre el particular ha sido reiterativa la Corte  Constitucional; en un pronunciamiento reciente
 recordó que:
Así las cosas, se puede afirmar que, conforme al mandato constitucional en comentario, todas las personas tienen derecho a elevar peticiones respetuosas a las autoridades y a exigir de éstas una respuesta oportuna que las resuelva de manera clara, precisa y congruente; es decir, una respuesta sin confusiones ni ambigüedades y en la que exista concordancia entre lo solicitado y lo resuelto, independientemente de que acceda o no a las pretensiones, pues, como ya se indicó, no es mandatario que la administración reconozca lo pedido. Finalmente, se resalta que la respuesta debe obedecer a los parámetros establecidos por la Ley para el tipo de petición elevada y debe ser finalmente notificada al peticionario
.

  
  


Frente a ese derrotero, estima la Sala que el fallo de primer grado debe ser revocado conforme se analiza líneas siguientes.

  



En efecto, no existe ninguna duda, acerca de la solicitud elevada al Director de Recursos Humanos de la Gobernación de Risaralda, en el que entre otros puntos, de manera expresa se solicitó la expedición de Certificados Formato No. 1 y Formato No. 2 de los tiempos octubre de 1990 a mayo de 1992.

 



Al momento de descorrer el traslado de la demanda, dicho ente territorial adujo  haber expedido y enviado los respectivos documentos (f. 36 a 40); con lo cual el juzgado dio por sentado que se había hecho entrega de ellos, se entiende, el mismo día de promoción de la acción de tutela. Sin embargo, ninguna constancia existe que sirva para acreditar su entrega, pues en manos de la entidad demandante se dejaron unos diversos a los realmente solicitados y, por ello, se ha refutado la decisión de primera instancia (f. 3 a 6., c. 1).
  



Por tanto, no hay mucho que agregar para concluir, como ya se advirtió, que el derecho invocado ha sido transgredido, en la medida en que la respuesta, con los documentos que realmente corresponde, no ha sido entregada a la interesada.  



  



De manera que ha pasado el término previsto en la ley (art. 14, Ley 1755) para dar a conocer de manera oportuna y completa la respuesta, lo que dará lugar a conceder la protección impetrada. Así que, en el tiempo que se señale, el Director de Recursos Humanos de la Gobernación de Risaralda, Héctor Fabio Alzate Bermúdez, o quien haga sus veces, deberá materializar la remisión y entrega efectiva de los documentos que en copia reposan dentro de este expediente visibles a folios 39 y 40 del cuaderno 1, relacionados como Formatos 1  Certificado de Información Laboral del 09-10-1990 al 31-05-1992 y Formato 2 Certificación de Salario Base, que corresponden a la afiliada Elena Melchor Cira.
  



En los términos del artículo 31 de la Ley 1755 de 2015, se enviará copia de esta actuación a la Procuraduría General de la Nación, para que se determine si en este caso se pudo incurrir en falta disciplinaria.
  



Se absolverá a los demás involucrados, toda vez que no hay circunstancias que indiquen que han vulnerado derechos fundamentales de la accionante. 
DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal  Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la Republica de Colombia y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad, el 6 de julio último, en la acción de tutela que la Sociedad Administradora de Pensiones y Cesantías PORVENIR SA, promovió en contra de la Gobernación de Risaralda, a la que fueron vinculados Héctor Fabio Alzate Bermúdez, en calidad de Director de Recursos Humanos de la misma entidad, y Elena Melchor Cira.

En su lugar:

  



Se ampara el derecho de petición invocado y como consecuencia de ello se ORDENA al Director de Recursos Humanos de la Gobernación de Risaralda, Héctor Fabio Alzate Bermúdez, o quien haga sus veces, que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación que de esta sentencia se le haga, deberá materializar la remisión y entrega efectiva de los documentos que en copia reposan dentro de este expediente visibles a folios 39 y 40 del cuaderno 1, relacionados como Formatos 1  Certificado de Información Laboral del 09-10-1990 al 31-05-1992 y Formato 2 Certificación de Salario Base, que corresponden a la afiliada Elena Melchor Cira.


 


De esa circunstancia dará cuenta al Juzgado de primer grado.

Para los efectos previstos en el artículo 31 de la Ley 1755 de 2015, se dispone remitir copia de la actuación a la Procuraduría General de la Nación.  

  



Se absuelve a los demás intervinientes.
   



Notifíquese esta decisión a las partes y demás interesados, en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

  CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Sentencia T-481 de 2016


� Sentencia T-192 de 2007.
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